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  Prólogo




  Latinoamérica asiste en estos momentos a una fiebre integracionista. No se trata de un fenómeno nuevo. Desde hace décadas se asumió formalmente por los gobiernos de turno que era necesaria la integración de los Estados latinoamericanos para su desarrollo y su defensa ante un mundo globalizado y hostil.




  Pero la realidad no acompañó a los discursos. Los procesos de integración económica que se impulsaron en la región contaron con múltiples obstáculos y han pasado por cíclicas crisis que hacen que el modelo haya sido frecuentemente cuestionado. Además, lo avanzado en integración se ha realizado sobre la base de la fragmentación del espacio latinoamericano en diferentes procesos de integración.




  Sin embargo, después del fracaso del proyecto ALCA, que suponía un espacio de real integración librecambiaria pero bajo la dirección y la hegemonía norteamericana, se acentuó la necesidad de ir a un proceso de integración latinoamericana sin la tutela permanente de un actor foráneo a dicha realidad y con unos índices de desarrollo y competitividad que nos son homogéneos con la región.




  La presencia en la actualidad de gobiernos de corte nacionalista y progresista ha fomentado esa idea. Y lo que es más importante, se ha prendido la mecha integracionista en los pueblos latinoamericanos. Hoy es asumido con naturalidad por todos los sectores sociales de la América hispana que la integración es necesaria para conformar un bloque que defienda política y económicamente los intereses de los latinoamericanos en un mundo globalizado, en el que el juego entre grandes polos económicos y poblacionales se va perfilando como el futuro de un mundo que ya no va a poder ser unipolar. Y en el que nada se va a poder influir desde el Estado nacional salvo que dicho Estado tenga la dimensión equivalente a una de las grandes potencias existentes o emergentes.




  En los últimos tiempos hemos presenciado tres grandes operaciones. La creación de UNASUR, las propuestas de fusionar la Comunidad Andina y Mercosur en una sola integración comercial y la propuesta de crear una Organización de Estados Latinoamericanos y del Caribe que contribuya al equilibrio político de la región pero sin la tutela norteamericana.




  Sin embargo, las palabras no acompañan a los hechos. Y los procesos de convergencia van a un ritmo demasiado lento para lo que los tiempos exigen. Una vez más, los intereses nacionales prevalecen cuando se llega a la mesa de negociaciones y las grandes palabras y los grandes discursos de los dirigentes latinoamericanos se diluyen en las discusiones burocratizadas.




  Y esto se produce porque aún no se ha interiorizado por los dirigentes políticos, económicos y sociales que, aunque en el corto plazo la integración pueda afectar a sus intereses inmediatos, el efecto cooperativo en el medio y largo plazo va a suponer una multiplicación de sus beneficios de cualquier tipo y una capacidad de defensa colectiva de sus intereses que nunca podrán alcanzar aisladamente.




  Esa es una de las lecciones que se deben aprender del largo y complicado proceso de integración europea: que hay que tener generosidad en el corto trecho y visión global para el medio y largo plazo. Y la experiencia europea creo que ayuda a comprobar cómo, tras los primeros momentos de mutuas concesiones y afectación a los intereses nacionales, la integración ha llevado a la multiplicación de beneficios para cada país y al desarrollo conjunto de Europa.




  Pero también hay que aprender de la experiencia europea los errores que se han cometido en su proceso de integración. El más importante de ellos es, sin duda, no acompañar la integración económica con una progresiva integración política. Un mercado único necesita de un poder político único que lo gobierne. Al menos en las cuestiones centrales como son la política fiscal, la política social y los controles generales del sistema económico (defensa de la competencia, control del sistema financiero y defensa de los consumidores, entre otros). Si en estos momentos la Unión Europea sufre una fuerte crisis económica se debe a la carencia de ese poder político global que pueda defender a la Unión frente a los mercados, tanto en el exterior como en su interior. Es decir, defender el interés general frente a los intereses de los poderes económicos, que se mueven como pez en el agua en un mercado único, controlado parcial y enfrentadamente por veintisiete gobiernos preocupados en salvar su parcela del mercado, sin darse cuenta que la única manera de salvarla es de manera colectiva.




  Por todo ello, estudios como el presente trabajo de la profesora Silvana Insignares son importantes para difundir un proceso de integración del que mucho se habla en Latinoamérica pero poco se conoce en detalle.




  El libro que el lector tiene en sus manos es una sistemática exposición del debate que atravesó desde sus inicios la integración europea: si la integración debía de articularse a través de un método decisional basado en el acuerdo entre los gobiernos nacionales o necesitaría de un poder independiente y superior a éstos que gobernara el espacio de integración atendiendo al interés general de Europa y no a la negociación permanente entre intereses nacionales.




  Como bien reseña la autora, en los primeros momentos del proyecto de integración europea la respuesta estuvo clara: hace falta un poder global independiente y superior a los Estados. Es más, la primera formulación de la integración económica fue generada como una respuesta gradualista para conseguir crear en el medio plazo un Estado Federal europeo. Por eso, la primera experiencia exitosa de integración, la Comunidad Económica del Carbón y del Acero (CECA), estuvo gestionada por una Alta Autoridad independiente y superior a los gobiernos nacionales. Y en ello residió su éxito.




  Pero como bien relata la profesora Insignares, pronto los gobiernos nacionales, pensando en el corto plazo, se sintieron molestos con la presencia de ese poder supranacional. Y por eso, en la segunda iniciativa, la creación de la Comunidad Económica Europea, sustituyeron el centro de adopción de decisiones. La Alta Autoridad pasó a denominarse Comisión Europea y sólo se le asignó la facultad de proponer qué decisiones hacía falta adoptar para avanzar en la integración. El órgano que pasó a asumir la tarea de tomar las resoluciones finales fue el Consejo de Ministros, que representaba la voluntad de los gobiernos nacionales.




  Aun así, el Tratado de la Comunidad Económica Europea establecía que cuando se llegara a la tercera fase de creación de la Comunidad, el Consejo de Ministros pasara a tomar las decisiones por mayoría cualificada y no por unanimidad en algunas materias. Quienes diseñaron el sistema conocían que era imposible avanzar en la integración sobre la base de una permanente negociación intergubernamental que tenía que conseguir siempre una decisión por consenso.




  Pero el Pacto de Luxemburgo de 1966 remató el proyecto supranacional de integración. De facto, se dejaron de aplicar los preceptos de los tratados que autorizaban al uso de la mayoría cualificada. Y el proyecto de integración europea sufrió una herida de muerte. En lugar de culminarse la generación del mercado único en 1970, tal y como establecía el Tratado de la Comunidad Económica Europea, el objetivo se consiguió en 1993, veintitrés años más tarde de lo previsto.




  Para entonces ya los gobiernos nacionales y los poderes económicos europeos habían olvidado la vieja idea federal que puso en marcha la creación de un mercado común. Y, con matices, asistimos desde entonces, curiosamente, a un continuo fortalecimiento encubierto de lo intergubernamental, a través de dos mecanismos: la debilitación de la Comisión Europea y la importancia suprema concedida al Consejo Europeo, órgano que agrupa a los presidentes de gobierno y jefes de Estado.




  Por todo ello, creo que el trabajo que ha realizado la profesora Insignares debe servir para que el deseado e imprescindible proceso de integración latinoamericana saque sus lecciones de la experiencia europea: integración económica sí, pero acompañada de integración política.




  La profesora Insignares, brillante y trabajadora docente e investigadora de la Universidad del Norte, en Colombia, preocupada por la problemática de la integración latinoamericana ha tenido el acierto, no solo de conocer ese importante debate sobre la articulación institucional de la integración, sino de plasmar sus conocimientos del mismo en este libro que constituye una guía básica y difusora para latinoamericanos de lo que supuso y supone la alternativa entre integración intergubernamental e integración supranacional.




  Estoy seguro de que el trabajo será de enorme utilidad a quienes lo manejen y forma ya parte de ese conjunto de gotas que conformarán algún día la marea integracionista política y económica que Latinoamérica necesita para la adecuada defensa de sus intereses en el exterior y para su desarrollo igualitario en el interior.




  DR. ROBERTO VICIANO PASTOR




  Titular de la Cátedra Jean Monnet


  de Instituciones Políticas de la Unión Europea


  Universidad de Valencia (España)




  Introducción




  La Unión Europea, como modelo de integración más avanzado, ha logrado evolucionar a través del tiempo por los diversos estadios que se imponen dentro de las estructuras de integración[1]. Sin embargo, parece que cuando alcanzaba la que podría haber sido su última fase tropezó con inconvenientes que se plantearon en principio como subsanables entre los miembros de la Unión. Así las cosas, la tarea que constituía forjar el futuro de la Unión pretendieron materializarla a través de un documento al que denominaron “Una Constitución para Europa”. Lo que pretendía fortalecer y forjar el sentimiento europeísta planteó al final una serie de cuestionamientos que han tratado de resolverse, entre otras cuestiones, según los intereses políticos y económicos de los respectivos Estados miembros. Por ejemplo, países como Gran Bretaña manifestaron apatía frente a la posibilidad de suscribir un texto constitucional que a la luz de su derecho interno nunca ha necesitado un sustento escrito. Esta posición adoptada por algunos de los países conllevó a la inclinación del proceso de construcción europea hacia la intergubernamentalidad o supranacionalidad, dependiendo de las dinámicas hegemónicas en cada momento.




  A través de esta investigación se quiere llegar a determinar si es resoluble el debate sobre la supranacionalidad y la intergubernamentalidad para establecer el futuro de la integración europea; y, a partir de este planteamiento, verificar la prospectiva política de la Unión y las posibilidades reales de integración en el futuro. Esto arroja interrogantes sobre hacia dónde pretende llegar la Unión, partiendo de la estructura institucional actual y de la respuesta sobre el futuro de la misma. Una vez definamos lo que se pretende con la Unión, se podrán establecer las bases jurídicas para su realización.




  Al retomar los aspectos claves de la Unión Europea encontramos que desde Spinelli hasta el Proyecto de Constitución Europea de 2004 se ha establecido que la Unión pretende fortalecer las herramientas que necesita para su desarrollo; pero es sabido que en toda sociedad civilizada éste debe ir de la mano de un marco jurídico sólido y democrático, ajustado a la respectiva legitimidad institucional. De esta manera, algunos autores señalan que el Proyecto de Constitución Europea intentaba materializar los principios establecidos por la Declaración de Laeken[2]. Al respecto, el profesor ALDECOA LUZÁRRAGA[3] advertía sobre la necesidad de acercar Europa a los ciudadanos a través de la constitucionalización de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión y del desarrollo del modelo social europeo, que permitieran colocar al Parlamento Europeo en el vértice institucional, lo que sin duda hará posible una vida democrática de la Unión donde se incluya el principio de la democracia participativa y la iniciativa ciudadana; asimismo, abogaba por una simplificación de los instrumentos jurídicos y por la revisión de la estructura y funcionamiento institucional de la Unión.




  Este trabajo aspira a poner de manifiesto que los esfuerzos realizados hasta ahora no permiten dotar a la Unión de un proyecto político que tenga las características suficientes para posicionarse como el espiral donde debe reposar el modelo europeísta, ya que no se han resuelto los grandes inconvenientes con los que han tenido que lidiar los estados: la existencia o no de una verdadera identidad europea, de un ordenamiento jurídico propio —que deja a un lado la discusión sobre la naturaleza jurídica de la Unión y cuál sería el mejor modelo de Estado que se debería adoptar, es decir, si la Unión es un Estado sui géneris o un organismo internacional—, etc. Al respecto, cabe preguntarse sobre si, a pesar de la falta de un proyecto político, es suficiente la cesión de las competencias que han realizado a la largo de la historia los Estados miembros, para afirmar que estamos frente a un Estado supranacional, en el que efectivamente se plantea un nuevo concepto de soberanía del pueblo distinto del de ROUSSEAU[4].




  Esta investigación pretende señalar la necesidad de otorgarle una posición principal al ciudadano europeo para que participe activamente, entre otras, a través de la iniciativa popular en la construcción de una verdadera unión política con vocación integradora, a partir de la discusión sobre el papel de las instituciones, la división de los poderes y el fortalecimiento de los rasgos supranacionales en la Unión. En virtud de lo anterior, debe crearse la estructura jurídica y política que permita la construcción de una verdadera ciudadanía europea, que trascienda más allá de aquellos simples tratados de corte constitucional que carecen de los elementos necesarios para construir un proceso real de constitucionalización en un Estado democrático.




  El primer capítulo parte del análisis de los antecedentes históricos y jurídicos de la creación del proceso de integración europeo; este análisis se hace a través de la revisión de las distintas etapas de evolución de la formación de lo que conocemos como Unión Europea. Esto permite precisar conceptualmente los elementos que fueron incorporándose dentro de la construcción europea, que la colocan en la balanza de la supranacionalidad y la intergubernamentalidad; por tanto, en cada una de las etapas se evidencian las tendencias adoptadas que enriquecieron el debate sobre el futuro de la Unión, que se fortalecerá en la siguiente parte de la investigación.




  En el capítulo segundo se recogen las diferentes posiciones tanto de la doctrina como del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas en torno a la inclinación sobre el aspecto supranacional o intergubernamental; la discusión se enriquece a partir del análisis de las diferentes teorías que abocan el conocimiento del proceso de integración y de la postura adoptada por la doctrina en cuanto al Proyecto de Constitución Europea, para culminar con el papel desempeñado por el Tribunal, a través de la revisión de las principales sentencias que permiten entender el carácter supranacional del derecho comunitario.




  En el tercer capítulo se analiza el Proyecto de Constitución Europea, por ser considerado por algunos como el intento más importante hacia la evolución del proceso de integración, en la medida en que sentaba las bases de la integración política. En este capítulo se intenta realizar una aproximación sobre las ventajas y desventajas por las que atraviesa la Unión y la proyección que podría tener a futuro, en la medida en que pretenda continuar la evolución de la integración europea.




  Por último, se presentan las conclusiones del trabajo, en las que se exponen diferentes aspectos, como la necesidad de revisar el proceso de construcción europea, más allá de los objetivos previstos por la Unión, que pretenden, entre otros, estar cerca de sus ciudadanos. De la misma manera, se debe reforzar la creación del pueblo y de la ciudadanía europeos si se pretende iniciar el camino hacia un Estado federal que permita la conformación de una verdadera Unión política.




  

    

      


        	

          Evolución del proceso de formación de la Unión Europea


          Antecedentes históricos sobre el debate entre la supranacionalidad y la intergubernamentalidad
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  La idea de “Europa”, como bien lo han afirmado algunos autores, no surge después de las dos guerras mundiales sino en una etapa anterior; incluso se hace referencia a que Víctor Hugo en el Congreso de París de 1849 pronunció una gran declaración europeísta cuando lanzó la expresión “Estados Unidos de Europa”. Posición que no tuvo aceptación y, por tanto, no logró implementarse, debido a las necesidades de conquista y poder de algunos países que, varias décadas más tarde, dieron lugar a las guerras mundiales.




  Como sostiene la historiadora del derecho POLO MARTÍN[5], la formación de un pasado jurídico común en Europa debe centrarse en tres fenómenos jurídicos y culturales: la romanización jurídica[6], la recepción de la mayoría de los países comunitarios del ius comunne[7] y la codificación liberal[8].




  Para autores como RUIPÉREZ[9], la creación de Europa sería posible mediante los esquemas del funcionalismo; esto es, la creación de instituciones especializadas para la consecución de unos objetivos, lo cual no se traducía en una unificación. Esta tendencia inicial se sustituyó en procura de establecer una unidad política que implicaba la idea de un federalismo, que definitivamente debía llevar a dos resultados: el Estado federal europeo o la Confederación de estados europeos. Aunque para algunos hablar de una “Europa integrada” empieza a gestarse a partir de 1951 con la creación de la Comunidad Económica del Carbón y del Acero, no debe olvidarse que la Unión empieza a gestarse desde mucho antes en cabeza de intelectuales europeos como Saint-Pierre, Rousseau, Kant, Saint-Simon, Proudhon, Comte, Víctor Hugo, etc., quienes tenían como denominador común el planteamiento de una “Europa Unida”[10].




  En virtud de lo anterior surgieron algunos proyectos tendientes a la unificación de Europa, como “el Manifiesto Paneuropa”, propuesto por RICHARD COUNDENHOVE-KALERGI[11], quien en el exilio elaboró un proyecto de constitución europea. Este texto sirvió de base para la propuesta de la Sociedad de las Naciones sobre la creación de una federación denominada Europa o “Estados Unidos de Europa”. La iniciativa impulsada por Aristide Briand, ministro de Asuntos Exteriores de Francia, terminó siendo rechazada en 1930 por la Sociedad de las Naciones.




  La idea de una constitución federal para Europa surgió desde la finalización de la Segunda Guerra Mundial, período en el que se distinguían dos corrientes: los federalistas radicales, que proponían la creación de un Estado federal europeo, y los federalistas funcionalistas, que señalaban la construcción, paso a paso, de una identidad europea, que sólo se lograría a partir de la cohesión social de los pueblos, lo cual permitiría constituir un Estado federal. Concretamente, VICIANO PASTOR[12] señala que las dos corrientes que impulsaban la integración europea lo hacían con el objetivo final de crear un Estado federal, y que esto necesariamente supondría contar con una constitución europea.




  Las propuestas europeístas continuaron con el Manifiesto de Altiero Spinelli y Ernesto Rossi en 1943; el congreso de la Unión Europea de Federalistas en Montreux de 1947, que propuso la creación de una Europa federal, con gobierno, ejército propio, tribunal supremo; y, especialmente, el Congreso de Europa de 1948, en el que se planteó la necesidad de crear una asamblea europea para elaborar la futura federación europea que contuviera una carta de derechos humanos; éste fue el fundamento de la creación en 1949 del Consejo de Europa.




  Por tanto, todas estas propuestas tenían un único propósito, crear una “federación” en virtud de la integración europea; sin embargo, este proceso se vio interrumpido por el inicio de la Guerra Fría, la división de Alemania y la polarización de poderes, lo que puso fin al proyecto federalista por considerarlo peligroso tanto para los intereses de Estados Unidos como de la Unión Soviética. Así las cosas, como bien lo señala el profesor JÁUREGUI BERECIARTU, los dirigentes europeos ante esta negativa se inclinaron por impulsar el modelo funcionalista, “el cual no se rige por el principio de integración sino por el principio de cooperación intergubernamental”. Por tanto, puede entenderse que éste es un retroceso de la supranacionalidad para dar cabida a los proyectos de carácter intergubernamental que no afectan la soberanía de los Estados miembros.




  En este debate debe incluirse lo relacionado con el modelo de Estado que plantea la Unión Europea, y que ha sido constante y abiertamente discutido por la doctrina. Las hipótesis al respecto van desde catalogarlo como Estado de carácter sui géneris hasta considerarlo un modelo federal o confederal. El planteamiento correcto del debate conlleva, como lo sustenta GARCÍA GESTOSO[13], tener en cuenta el análisis de la naturaleza jurídica del vínculo sobre el que se sustenta la Unión, el procedimiento de la reforma de la norma constitutiva y la eficacia jurídica de las normas emanadas; de esto se desprenden otras cuestiones, como la representación externa de la “Unión”.




  PRIMERA FASE DEL PROCESO EUROPEO DE INTEGRACIÓN: SURGIMIENTO DE LAS COMUNIDADES EUROPEAS





  Al final de la Segunda Guerra Mundial Europa no sólo se encontraba sumida en una gran crisis económica sino que también debía hacer frente a la coyuntura política que había resultado al final de esta guerra. Así las cosas, el sentimiento de una Europa unida no era ya una visión romántica sino una realidad estratégica que se debía afrontar. La materialización del Plan Marshall debía contar con tres pilares específicos: el económico, a través de la conformación de la Organización para la Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE), que respondía a la necesidad por parte de los países ricos de prestar una cooperación de carácter económico para estabilización de la economía mundial; el campo militar, a través de la inserción de la Unión a la Organización del Tratado del Atlántico Norte (OTAN); el campo político, a través de la conformación del Consejo de Europa en 1949[14] (institución en la que aparece por primera vez el término “supranacionalidad”), siendo éste el impulso indispensable que necesitaba el proceso de integración, ya que a partir del Consejo de Europea se marcó el camino hacia la firma en 1951, en París, del tratado que daría inicio a la construcción de la Comunidad Europea.




  INICIO DE LA EUROPA COMUNITARIA (1950-1957)
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  El tratado por el cual se crea la Comunidad Europea del Carbón y del Acero[15] se constituye con características enfocadas hacia la supranacionalidad, es decir, sobrepasa lo que hasta la fecha se conocía en relación con la naturaleza jurídica de las organizaciones internacionales. Toda la negociación de este tratado estuvo enmarcada en el fracaso de las corrientes federalistas radicales, por lo que los federalistas funcionales abandonaron la prioridad del proyecto constitucional. En palabras de VICIANO PASTOR[16], se inició el camino hacia la articulación de fórmulas supranacionales basadas en acuerdos internacionales con estructuras cuasifederales que al final terminaron reduciendo las competencias federalizantes.




  En el tratado fue evidente la tendencia de evolución del proceso de integración europeo, premisa que puede entenderse claramente al leer el artículo 1 del TCEE, que hace referencia a que los Estados miembros están “resueltos a sentar las bases de la Unión cada vez más estrecha de los pueblos europeos”. A partir de la elaboración del contenido de este tratado se incluyeron los términos “supranacional” y “supranacionalidad”, por lo cual es considerado como el primer documento internacional que menciona estos términos. La idea de supranacionalidad se encuentra recogida en los artículos 9[17] y 41; éstos hacen referencia a los poderes de la Alta Autoridad y se establece la supranacionalidad de la Corte de Justicia de la Comunidad respectivamente.




  Como lo manifestó FONTAINE[18], la CECA se cimenta sobre unos principios comunitarios que constituyen la base de la estructura actual, entre los cuales se encuentra la superioridad de las instituciones. Lo que importaba era la comunidad de derecho, que prevalecía sobre el uso de la fuerza —planteamiento fundamentado en el pensamiento de AMIEL[19]— para establecer el contenido político que debía primar en las relaciones de esa nueva comunidad; debía prevalecer la independencia de los órganos comunitarios, mediante la confirmación de instituciones que debían tener autoridad propia. De esta manera, teniendo en cuenta las anteriores apreciaciones, se puede entender que la Alta Autoridad gozó de ciertas garantías, que se evidencian en las instituciones actuales, tales como: la lealtad comunitaria, sujeta únicamente a la función pública europea, la independencia financiera, la responsabilidad de la Alta Autoridad exclusivamente ante la Asamblea Parlamentaria (ahora se aplicaría a la responsabilidad de la Comisión frente al Parlamento Europeo); colaboración entre las instituciones, el diálogo se realiza sobre una base de cooperación interinstitucional y no sobre la subordinación y cada una ejerce funciones propias que en principio podrían entenderse de naturaleza prefederal; la igualdad entre los estados, principio que ha tenido un mayor impacto en la evolución de las Comunidades, debido a los intereses que se han manejado por parte de los estados fundadores. Otras de las instituciones que hicieron parte del Tratado de la CECA fueron la Asamblea de la Comunidad y la Corte de Justicia, encargada de la aplicación e interpretación del tratado.




  A la luz del derecho internacional, los Estados miembros se someten a una legislación más estricta en cuanto a sus obligaciones y sanciones, toda vez que las decisiones que emanan de las instituciones de la CECA no necesitan validación alguna, a diferencia de lo que ocurre en el derecho internacional, en el que se necesita la realización de un acto interno para su aprobación. Adicionalmente, al salir de la esfera internacional, las sanciones pasan de ser simples condicionamientos morales a sanciones más rigurosas, como las de tipo económico.
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  ALTA AUTORIDAD





  Un antecedente importante del Tratado CECA tuvo lugar en 1950 con la Declaración de Schumann[20]. Sin duda, uno de los logros más importantes de esta declaración fue la propuesta de creación de la “Alta Autoridad”, que reforzaba el carácter supranacional del modelo, fundamentado en su toma de decisiones, que era de carácter completamente independiente de la voluntad de los Estados miembros, lo que podría generar una Unión global que llevase a la Unión Política y Militar. El texto definitivo de la CECA no conservó plenamente esta propuesta, ya que los gobiernos decidieron crear una asamblea parlamentaria y un consejo de ministros como enlace entre los poderes nacionales parlamentarios y ejecutivos con la Alta Autoridad[21]. Es así como la Alta Autoridad se convirtió en la primera institución con personalidad propia que se superpuso a la de los Estados miembros, y nació con independencia y por encima de la voluntad estatal.




  Una de las instituciones que hizo contrapeso al carácter supranacional de la Alta Autoridad fue el Consejo de Ministros, que permitió que se ejerciera un control sobre las decisiones de la Alta Autoridad. Esta institución estaba conformada por los ministros de los Estados miembros, y asumió como propias la mayor parte de las tomas de decisiones que agrupaban el grueso de las competencias de la Comunidad.




  El Consejo adquirió una mayor importancia en el Tratado de la CEE; se le otorgó un carácter dual, que se encuentra representado, por una parte, a través del elemento supranacional, por cuanto sus decisiones debían representar la realidad comunitaria y, por otro lado, mediante el elemento intergubernamental, por ser un órgano en el que estaba presente la voluntad política de los Estados miembros a través de los diferentes ministros. Otro de los aspectos claves es la toma de decisiones, que en algunas ocasiones se hace con base en la unanimidad y en otras con la aplicación del método de la mayoría cualificada.




  Por otra parte, de manera paralela se gestaba en Europa la creación de la primera organización de tipo político e ideológico denominada la Organización Europea de Cooperación Económica, en la que tenían puestas las esperanzas los europeístas más avanzados; sin embargo, la tendencia funcionalista prevaleció en la constitución del Consejo de Europa[22]. A través de éste se pretendió conformar un comité político para revisar y analizar la creación de una administración coordinada de las organizaciones técnicas y económicas sobre una base supranacional, con un control permanente de representantes del pueblo. Sin embargo, aunque se trató de dotar a las instituciones de carácter supranacional, lo que en ese momento se pretendía constituir distaba del concepto actual de supranacionalidad. Como ha explicado ORREGO VICUÑA, existió una propuesta del representante inglés, Sr. Harold MacMillan, quien propuso que el Comité de Ministros fuese una autoridad ejecutiva con poderes supranacionales; sin embargo, pretendía que ese poder estuviese subordinado a todos los gobiernos y que adicionalmente no se afectara a la soberanía[23].




  El Consejo de Europa, tras la popularidad de la CECA, intentó extender la experiencia a otros sectores como el transporte, mercado agrícola y sanidad; sin embargo, estos proyectos no tuvieron éxito porque implicaban una transferencia de competencias que los estados no estaban dispuestos a realizar. Esta discusión se trató de llevar hasta la creación de la Comunidad Europea de Defensa (CED) y el proyecto de Comunidad Política Europea (CPE).
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  El tema de la defensa del occidente europeo tendría que volver a analizarse, debido a que en el panorama internacional se cernía una nueva amenaza, debido, entre otros factores, al avance de la guerra de Corea[24], entre Corea del Norte y Corea del Sur; por tanto, Estados Unidos impulsó la necesidad de crear un programa de defensa estrictamente europeo.




  La situación anterior condujo a la elaboración del Plan Plevén[25]; a través de éste se configuró la CED, que necesariamente debía afectar a los países miembros de la CECA. Entre otras cosas, porque uno de los temas propuestos fue la eliminación de las academias militares de los Estados miembros, lo que fue firmemente rechazado por éstos. En palabras de ORTEGA KLEIN, el esquema aplicado a través de la CED sería de una organización supranacional compuesta por una comisión que administraría el presupuesto común y prepararía y ejecutaría los programas de infraestructura militar[26]. Estas funciones evidenciaron los intereses económicos de los franceses, ya que la comisión tenía la capacidad de negociar directamente con las industrias de los Estados miembros dentro de un sistema competitivo; así las cosas, mientras algunos sectores, como el aeronáutico o electrónico, se hubiesen visto favorecidos, otros, como los de materias primas y de energía, se verían perjudicados debido a los altos valores de estos sectores en relación con los demás países[27].




  El Tratado de la Comunidad Europea de Defensa constituyó un antecedente importante para las propuestas federales, que como puede observarse en su artículo 38 preveía la designación de una asamblea ad hoc que presentara propuestas «para la creación de una estructura federal o confederal fundada sobre el principio de separación de poderes y basado en un sistema representativo bicameral». Por otra parte, el proyecto de Estatuto de Comunidad Europea acoplaba los tratados CECA y CED, y creaba una organización internacional de marcado carácter federal que serviría, de paso, para la creación de una Unión Política europea[28].




  Una integración de tales dimensiones conllevaba la necesidad de plantearse la creación de ejército europeo, bajo la responsabilidad de un ministro europeo de Defensa. El tratado, firmado en 1952, paradójicamente fue rechazado por la Asamblea Nacional francesa al momento de su ratificación. Esta situación de naturaleza compleja por el cambio de posición en Francia surgió por el temor de la prevalencia de la supranacionalidad y la consiguiente pérdida de la soberanía estatal. Para algunos autores es considerada como un ataque directo a la posición supranacionalista de la construcción europea.




  El debate generado al calor del fracaso de la CED no produjo ningún un impacto negativo sobre el proceso de integración paralelo, la CECA, debido a la coyuntura política del momento y por encontrarse los países en debilitamiento económico[29]. Lógicamente, una situación llevó a la otra: el fracaso también del proyecto de creación de la Comunidad Política Europea, sustentada en una estructura federal o confederal. (Así las cosas, y como lo señala GARCÍA GESTOSO[30], en 1953 la Asamblea de la CECA crea un proyecto de carácter federalista, que tiene una visión global, que se vio reflejada, por ejemplo, en la creación de instituciones, de la personalidad jurídica de la Comunidad, de la protección de derechos y de la incorporación de la CECA y de la CED).
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